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Resumen
Los pactos sociales han sustentado la agenda de reformas 
socioeconómicas en la mayor parte de países de Europa 
occidental a lo largo de las últimas décadas. Sin embargo, la 
irrupción de la crisis económica ha erosionado la orientación 
general hacia el acuerdo. Desde 2008 se ha producido una 
deriva desde la «negociación hacia la imposición», que 
ha resultado particularmente intensa en el Sur de Europa. 
En España y Portugal, la puesta en marcha de reformas 
unilaterales por parte de los gobiernos bajo la vigilancia de 
las instituciones comunitarias ha provocado el debilitamiento 
de los pactos sociales. El artículo evalúa la reconfiguración 
de los equilibrios entre gobiernos y agentes sociales en estos 
dos países en el contexto de la crisis económica. Para ello, se 
analiza la emergencia de una nueva dinámica de intercambio 
político corporatista que combina el diálogo discontinuo y de 
corto alcance con la confrontación. 
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Abstract
In most European countries, the reform agenda on 
socioeconomic issues has been backed on social pacts 
throughout the last decades. However, the upsurge of the 
economic crisis has hampered this general orientation 
towards agreement and consensus. From 2008 and on there 
has been a transformation «from negotiation to imposition» 
which has been particularly severe in Southern Europe. In 
Spain and Portugal, the implementation of unilateral reforms 
by the governments under the surveillance of the European 
institutions has provoked the weakening of social pacts. The 
article evaluates the reconfiguration of the relation between 
governments and social partners in these two countries 
as a consequence of the economic crisis. It also analyses 
the emergence of a new dynamic of corporatist political 
exchange which combines irregular and short-range dialogue 
with confrontation.
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Introducción1

Los pactos sociales han constituido uno de los elementos 
centrales del modelo de determinación de las políticas 
socioeconómicas en Europa. La evidencia disponible 
sobre pactos sociales avala que estos instrumentos para 
la construcción de consenso en torno a la agenda pública 
han sido utilizados de forma intensiva en las últimas 
décadas. Entre 1980 y 2006 se alcanzaron un total de 
110 pactos sociales dentro de la Unión Europea a quince 
(UE-15), además de Noruega (Hamann y Kelly 2011). Los 
pactos sociales han servido para reforzar la legitimidad 
de la toma de decisiones públicas, orientando el sentido y 
pautando el ritmo de las reformas. 

Sin embargo, a partir de 2008, la irrupción de la crisis 
económica ha provocado una deriva de la «negociación 
a la imposición», que ha resultado especialmente intensa 
en el sur de Europa. En España y en Portugal, la estabili-
dad de los dispositivos corporatistas para la producción de 
políticas socioeconómicas se ha visto amenazada como 
resultado de la reorientación estratégica de gobiernos y 
agentes sociales (Campos Lima y Martín Artiles 2011). Los 
incentivos para la utilización de los pactos sociales se han 
reducido. La vigilancia de las instituciones comunitarias y 
el estrechamiento del espacio político nacional de toma de 
decisiones han afectado negativamente a la funcionalidad 
percibida en los pactos sociales (Molina y Miguélez 2013). 
El debilitamiento de la dinámica de pactos sociales ha ero-
sionado la lógica consensual compartida por gobiernos y 
agentes sociales y ha estimulado, además, la reconfigura-
ción de los equilibrios políticos entre gobiernos y sindica-
tos (Hyman y Gumbrell-McCormick 2010). 

La pérdida de vigor de los pactos sociales adquiere un 
significado especial en España y Portugal. Como en otros 
países europeos, los pactos sociales han constituido un 
instrumento básico para la formulación de las políticas de 
mercado de trabajo, de bienestar y de distribución de ren-
tas. Pero esta preferencia por el acuerdo para impulsar la 
reforma socioeconómica también ha contribuido, de forma 
decisiva, a la estabilización de los dos regímenes demo-
cráticos. En ambos países, los pactos sociales han ser-
vido para respaldar y legitimar una amplia agenda de re-
formas políticas, primero, y socioeconómicas, más tarde. 
La institucionalización de la responsabilidad compartida 
de los agentes sociales en el diseño de la política pública 
contribuyó a asentar los dos procesos de transición a la 
democracia, favoreció la moderación de la conflictividad y 
acompañó el esfuerzo de extensión de los derechos sociales 

1  El artículo es uno de los resultados del proyecto de 
investigación CABISE (Capitalismo del bienestar en el sur 
de Europa: un análisis comparado), financiado por el Plan 
Nacional de I+D+i del Ministerio de Ciencia e Innovación 
(referencia: CSO2012-33976).

en materia educativa, sanitaria y de seguridad social de 
los primeros años ochenta (O’Donnell y Schmitter 1986). 
Una década después, los pactos sociales apuntalaron 
la agenda de reformas puesta en marcha para alcanzar 
los objetivos de convergencia en la Unión Económica y 
Monetaria (UEM) y completar el proceso de incorporación 
a Europa (Rhodes 1998). Debido a su funcionalidad, los 
pactos sociales se han convertido en herramientas polí-
ticas de uso preferente bajo contextos de reto económico 
de gran magnitud, al menos hasta la actual crisis económi-
ca (Avdagic 2010).

A partir de 2008, sin embargo, se detecta un deterioro de 
la confianza en este tipo de instrumento político. La intensi-
dad de la crisis, la intervención de las finanzas españolas y 
portuguesas por parte de las instituciones europeas o la ne-
cesidad de responder de forma eficaz (es decir, inmediata) a 
las presiones de los mercados internacionales, han reducido 
el interés por los pactos sociales. Si bien las dudas sobre su 
funcionalidad se han sucedido desde finales de la década 
de los ochenta, generando intensos procesos de reconfigu-
ración interna, la presente crisis económica plantea un esce-
nario distinto con nuevos condicionamientos y posibilidades 
estratégicas para los actores. Los gobiernos de los países 
sometidos a una supervisión más estrecha han encontrado 
fuentes de legitimidad alternativas para sus reformas, que 
se sitúan fuera del espacio político nacional. Los sindicatos 
han tenido muchas dificultades para corresponsabilizarse 
de un programa de ajustes muy lesivo para los intereses de 
sus representados, al presentar duras exigencias de flexibi-
lización del mercado laboral, de racionalización del Estado 
del bienestar y de redefinición de las estructuras de renta 
volcadas hacia la contención de los costes laborales. Por su 
parte, el empresariado ha evitado comprometerse en la re-
activación del diálogo social, mostrando su preferencia por 
otras estrategias de influencia informal. 

El deterioro de las relaciones entre gobiernos y agentes 
sociales ha ralentizado, primero, y paralizado, después, la 
producción de pactos sociales. Las vías de diálogo se han 
fracturado y los sindicatos han sido expulsados de la toma 
de decisiones públicas. Culppeper y Regan (2014), en un 
análisis de la evolución reciente del diálogo social en Irlanda 
e Italia, señalan que la crisis económica ha interrumpido la 
dinámica de pactos sociales de manera permanente. La 
exclusión política de los sindicatos en ambos países es re-
sultado de la pérdida de capacidad para amenazar a los go-
biernos con la protesta o para seducirlos a través del inter-
cambio político y del suministro de legitimidad adicional. El 
cuarteamiento de la estructura de reconocimientos mutuos 
sobre la que se han sustentado los pactos sociales ha pro-
vocado la reducción de los sindicatos a un grupo de interés 
como cualquier otro.

El objetivo de este artículo es discutir en qué medida 
este argumento que conecta la desactivación de los pactos 
sociales y la pérdida de influencia pública de los sindicatos 
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es igualmente apropiado para describir el actual modelo de 
intercambio político entre gobierno y agentes sociales en 
España y Portugal. La selección de estos dos casos resulta 
adecuada porque se trata también de países de la periferia 
europea, seriamente afectados por la crisis económica y so-
metidos a un fuerte condicionamiento político por las institu-
ciones comunitarias. Adicionalmente, los casos de España 
y Portugal ofrecen abundantes paralelismos en términos de 
desarrollo y funcionalidad de la dinámica de pactos sociales 
que permiten llevar a cabo una comparación interna.

La estructura del artículo será la siguiente. En primer lu-
gar, se ofrecerá una revisión de la evolución y cambios en 
la funcionalidad de los pactos sociales en Europa, según 
las diferentes corrientes de debate sobre corporatismo. A 
continuación, se abordará la trayectoria del intercambio 
político entre gobiernos y agentes sociales en España y 
Portugal, prestando atención a sus transformaciones en el 
contexto de la crisis. A lo largo de dos secciones, una para 
cada país, se evaluará la estabilidad de los pactos sociales 
y la puesta en marcha de una dinámica de «baile y boxeo» 
que implica la combinación de procesos de consulta infor-
mal y eventual negociación junto a estrategias de confron-
tación directa. El apartado de conclusiones reexaminará 
críticamente el argumento en torno al abandono definitivo 
de los pactos sociales como instrumento de construcción 
de las políticas públicas. El incremento de la confrontación 
y la preferencia de los gobiernos por la acción unilateral 
bajo la presión de las instituciones comunitarias han pro-
vocado la reconfiguración del intercambio político entre 
gobierno y agentes sociales en ambos países. Pero dicha 
reconfiguración no implica necesariamente la ruptura de la 
dinámica de pactos sociales ni su completa desactivación.

Pactos sociales e intercambio político

Los pactos sociales constituyen un elemento de definición 
básico del modelo de capitalismo coordinado (Hall y 
Soskice 2001). El intercambio político entre gobiernos 
y agentes sociales representa un rasgo específico de la 
formulación de políticas públicas en la Europa occidental, 
especialmente en los países continentales. En su momento, 
los pactos sociales resultaron altamente efectivos para 
gestionar la expansión del modelo de acumulación 
fordista-industrial de posguerra (Winkler 1977; Korpi 
1978; Panitch 1979; 1980). Pero, de manera un tanto 
paradójica, y a partir de un giro conceptual y operativo 
ocurrido en la década de los noventa, también han servido 
para racionalizarlo (Baccaro 2003). La orientación hacia 
el consenso en la construcción de políticas públicas ha 
sedimentado en numerosos países europeos, incluso en 
algunos inicialmente ajenos a esta tradición, como Irlanda. 
De esta forma, los pactos sociales han sido utilizados como 
herramientas para comprometer a los grupos de intereses 

más representativos de la sociedad civil en la agenda de 
reformas y para dotar a estas de una legitimidad adicional 
(Habermas 1989).

Las discusiones sobre la evolución y la funcionalidad 
de los pactos sociales en Europa se han alojado dentro de 
un contenedor conceptual y analítico más amplio, como es 
el debate sobre el corporatismo. Panitch (1980: 159) ha 
insistido en el carácter polisémico e internamente comple-
jo del término corporatismo, que ha sido empleado indife-
rentemente para referirse a «un sistema económico o un 
modo de producción […], a una forma de Estado […] y a un 
sistema de intermediación de intereses […]», en cualquier 
caso alternativo al pluralismo. 

Actualmente, la elaboración más extendida de corpo-
ratismo es aquella que, como teoría política, se refiere a 
aquellas prácticas por las cuales los gobiernos comparten 
su prerrogativa de diseño e implementado de las políti-
cas públicas con determinados grupos de intereses de 
la sociedad civil que, por su capacidad de movilización o 
influencia son reconocidos como especialmente represen-
tativos. El corporatismo se fundamenta en un intercambio 
político de bienes recíprocos que, por lo general, canjea 
institucionalización a cambio de legitimación y que resulta 
operativo para los gobiernos al proporcionar una estabili-
dad adicional a la toma de decisiones públicas (Schmitter 
1974). Los pactos sociales constituyen la materialización 
de este intercambio político en la esfera socioeconómica e 
incorporan al mismo a los gobiernos, a las organizaciones 
sindicales y a las asociaciones de empresarios, como rep-
resentantes de los intereses de los trabajadores y de los 
empleadores, respectivamente.

La diversidad de formas que ha adquirido el intercam-
bio político corporatista en el ámbito de las políticas socio-
económicas es muy elevada. Los objetivos perseguidos a 
través de los pactos sociales han experimentado impor-
tantes variaciones a lo largo de las últimas décadas. De 
la noción inicial de los pactos sociales como instrumentos 
para la redistribución de rentas y para la contención del 
conflicto de clase, dominante hasta la década de los ochen-
ta, se ha pasado a una nueva comprensión de los mismos. 
A partir de los noventa, los pactos sociales han servido 
fundamentalmente para apuntalar la agenda de reformas 
sobre el mercado de trabajo, las provisiones centrales del 
Estado de bienestar y las políticas de rentas, aunque en un 
sentido racionalizador y competitivo (Rhodes 1998).

Gobiernos, sindicatos y empresarios se han compro-
metido en los pactos sociales persiguiendo intereses dis-
tintos. Pero todos ellos han encontrado utilidad en estos 
instrumentos políticos, renovando así su confianza en el-
los. La literatura subraya la funcionalidad de los pactos so-
ciales como herramientas para el diseño de políticas efec-
tivas bajo condiciones de especiales dificultades y ante 
la inminencia de retos económicos y políticos que exigen 
ajustes de gran alcance (Avdagic 2011).
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Desde la perspectiva de sus actores, los pactos sociales 
son la expresión de un proceso de intercambio político con-
tinuo entre gobierno y agentes sociales o entre estos últimos 
de manera autónoma, por el cual se desarrolla «un juego 
que tiene lugar en la arena institucional en el que cada uno 
[de ellos] controla recursos que el otro desea» (Öberg et al. 
2011: 366). De forma esquemática, el gobierno controla la 
legislación, la fiscalidad y el gasto público y es el respon-
sable directo de la elaboración de la agenda socioeconómi-
ca. Los agentes sociales, por su parte, y especialmente los 
sindicatos, también poseen recursos que son deseados por 
los gobiernos: en particular, la capacidad de activación y 
gestión del conflicto sociolaboral a través del control de sus 
afiliados (Behrens, Hamann y Hurd 2004). La búsqueda del 
acuerdo con los sindicatos se convierte, por tanto, en algo 
muy deseable para los gobiernos, al menos, en tanto en cu-
anto estos últimos retengan y sean capaces de administrar 
de manera efectiva dicho poder de movilización sociolaboral 
(Baccaro y Simoni 2008).

La activación o desactivación de la dinámica de pactos 
sociales depende de la estrategia, de los intereses y de los 
recursos disponibles por cada uno de los actores. Es decir, 
el intercambio político tiene lugar si, y cuando, los distintos 
actores lo desean. En algunos países, existen protocolos 
institucionalizados que señalan bajo qué circunstancias 
debe activarse la negociación. En los países del sur de 
Europa, por el contrario, la iniciativa de activación del 
diálogo social corresponde al actor más fuerte en recur-
sos: el gobierno. Tradicionalmente, cuando este desactiva 
o abandona el intercambio político, los sindicatos por ellos 
mismos o a través «de la base [pueden y suelen] consid-
erar oportuno adoptar una postura agresiva» (Pizzorno 
1978: 401). El conflicto se constituye entonces en un ele-
mento del propio intercambio político, pensado fundamen-
talmente para tratar de reactivar la negociación (Hamann, 
Johnston y Kelly 2013).

El intercambio político corporatista se ha mantenido es-
table en toda la Europa continental a lo largo de las últimas 
décadas, más allá de la existencia de transformaciones en 
los objetivos y en la estructura de los pactos sociales. Sin 
embargo, la crisis económica iniciada en 2008 ha alterado 
esta estabilidad en un conjunto de países europeos. La 
intervención formal o informal de una serie de economías 
de la Eurozona ha reducido el interés de los gobiernos por 
los pactos sociales. La crisis económica ha acelerado el 
proceso de integración de las políticas fiscales y de gasto 
europeas, reduciendo al mismo tiempo el espacio de de-
terminación política en los países intervenidos. Dentro de 
este escenario de condicionamiento de los procesos de 
toma de decisiones a nivel nacional, la capacidad de los 
pactos sociales para contribuir a la agenda de reformas ha 
sido puesta en cuestión.

La crisis económica es también la crisis de los pactos 
sociales, al menos en la periferia de la Eurozona, donde 

las dudas sobre la viabilidad de estos instrumentos de for-
mulación política han vuelto a emerger. En realidad, esta 
no es la primera vez que algunos autores anticipan la de-
función del corporatismo como consecuencia de la pérdida 
de capacidad de presión de los sindicatos y del debilita-
miento del conflicto de clase (Lash y Urry 1987; Pierson 
1994; Grahl y Teague 1997). Como tampoco es la primera 
ocasión en la que se cuestiona la pérdida de coherencia 
del estado-nación como marco de formulación política ante 
el empuje de la integración europea y de la globalización 
(Streeck y Schmitter 1991). Los pactos sociales ya experi-
mentaron un importante declive a finales de la década de 
los ochenta. Pero se reactivaron con fuerza en la segunda 
mitad de la década siguiente para impulsar la agenda de 
reformas que permitió el cumplimiento de los objetivos 
macroeconómicos de Maastricht y la incorporación a la 
UEM (Avdagic, Rhodes y Visser 2011; Hancké 2013). 

El intercambio político corporatista se reinició, aunque 
lo hizo a partir de diferentes estructuras, objetivos y equi-
librios entre actores. El diálogo social sobrevivió como 
instrumento de formulación de políticas públicas pero ex-
perimentó una profunda reconfiguración interna. Los pac-
tos sociales se orientaron a una lógica competitiva y no 
redistributiva. El nuevo intercambio político entre gobierno 
y agentes sociales «se distinguió de las formas tradiciona-
les de corporatismo [por su] racionalidad competitiva […] 
estableciendo vínculos innovadores entre los sistemas de 
seguridad social y las regulaciones del mercado de trabajo 
[…] sin constituir por ello el vehículo de la hegemonía neo-
liberal en la determinación de las políticas sociales y de 
empleo» (Rhodes 1998: 165).

Adicionalmente, la entrada en crisis de los pactos so-
ciales centralizados sobre política de rentas en la década 
de los ochenta provocó la apertura de distintos senderos 
de transformación del corporatismo en Europa, incremen-
tándose la diversidad de procesos y estructuras. En la 
mayor parte de países europeos, incluyendo España y 
Portugal, este cambio de lógica se ha visto acompañado 
por una fragmentación meso- y micro-corporatista de los 
pactos sociales, trasladándose importantes porciones de 
su agenda hacia los espacios regional (o incluso local) y 
sectorial (Aragón, Rocha y Torrens 2000; Sisson y Martin 
2001).

La creación de la UEM, en cualquier caso, reforzó el 
interés por los pactos sociales. Los pactos sociales com-
petitivos facilitaron el consenso sobre la agenda de refor-
mas en el camino hacia Maastricht e hicieron compatible 
el mantenimiento del diálogo social nacional en el contexto 
de la integración europea. Tras la creación del Euro, los 
pactos sociales conservaron su funcionalidad como instru-
mento de reconfiguración del capitalismo organizado en el 
contexto de la globalización (Grote y Schmitter 2003). En 
primer lugar, asegurando la contención de la inflación y la 
competitividad salarial entre Estados miembros a través 
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de estructuras de diálogo crecientemente descentraliza-
das (Hancke y Rhodes 2005; Hassel 2003; 2006; Hancke 
2013). En segundo lugar, creando consenso sobre la re-
forma del Estado de bienestar (Hemerijck 2003; Siegel 
2005). Y en tercer lugar, paliando la ausencia de un espa-
cio de diálogo social adecuadamente consolidado a nivel 
europeo (Natali y Pochet 2009).

Otra característica del nuevo modelo de intercambio políti-
co corporatista competitivo ha sido el declive del conflicto. La 
pérdida de vigor de la protesta y la menor capacidad de con-
frontación de los sindicatos ha arrojado a estas organizacio-
nes hacia distintas formas de crisis interna. La puesta en mar-
cha de estrategias de revitalización para tratar de recuperar 
influencia es un rasgo de definición del sindicalismo europeo 
desde la década de los noventa. En la mayor parte de casos, 
el impulso de los pactos sociales ha constituido un elemento 
central de estas estrategias (Frege y Kelly 2003).

Los pactos sociales en España y Portugal.  
De la vitalidad al desgaste

España y Portugal ofrecen dos modelos estables 
de construcción de políticas públicas a través de los 
pactos sociales desde sus respectivas transiciones a la 
democracia. En un primer momento, los pactos sociales 
sirvieron para apuntalar las recién creadas estructuras 
democráticas, ayudando a definir el marco de las 
relaciones laborales y a consolidar no solo a sindicatos 
y asociaciones empresariales sino también a los propios 
gobiernos. A partir de la década de los noventa, los pactos 
sociales experimentaron una reorientación competitiva 
similar a la ocurrida en otros países europeos. La UEM 
alimentó la reactivación del diálogo social y le dotó de 
interés, contribuyendo decisivamente a reconfigurar 
sus contenidos. Al igual que en otros países con serios 
problemas de déficit e inflación, los gobiernos español 
y portugués «encontraron incentivos muy claros para 
apostar por los pactos sociales […], utilizándolos para 
facilitar los procesos de ajuste» y por eso decidieron 
reactivar el diálogo social, acercándose para ello a los 
agentes sociales (Hancke y Rhodes 2005: 201).

No obstante, las estructuras sobre las que se llevó a 
cabo este diálogo social a la sombra de la convergencia en 
la UEM fueron distintas. En España, los pactos sociales se 
negociaron y alcanzaron a través de una nueva estructura 
fragmentada, dentro de la cual los diferentes elementos 
de la agenda de reformas fueron abordados por separa-
do (Alonso 1994; Sisson y Martín 2001; Molina y Rhodes 
2011). En Portugal, por el contrario, se efectuó un esfuer-
zo de centralización del diálogo social, alcanzándose una 
serie de compromisos tripartitos que vincularon estre-
chamente las reformas en materia de salarios, mercado 
de trabajo y bienestar, tanto entre sí como con respecto 

a los objetivos generales de estabilidad macroeconómi-
ca (Avdagic 2010). En el caso portugués, las tendencias 
de fragmentación del diálogo social hicieron su aparición 
con posterioridad, ya dentro de la UEM (Campos Lima y 
Naumann 2011).

El grado de compromiso de los sindicatos hacia los 
objetivos del diálogo social también ha sido distinto en 
España y Portugal. Las dos principales organizaciones 
sindicales españolas, Comisiones Obreras (CCOO) y 
Unión General de Trabajadores (UGT) asumieron pronto 
la lógica competitiva de los nuevos pactos sociales y han 
sostenido su respaldo hacia ella de manera estable (Royo 
2007). La estrategia de unidad de acción sindical manteni-
da en el plano político a partir de la huelga general de 1988 
ha contribuido a evitar las fisuras internas. En Portugal, por 
el contrario, los dos sindicatos mayoritarios, União Geral 
de Trabalhadores (UGT-P) y Confederação Geral dos 
Trabalhadores Portugueses (CGTP) han preservado una 
mayor autonomía estratégica. UGT-P se ha comprometido 
de forma estable en el diálogo social con gobierno y em-
presariado. Por su parte, CGTP ha mostrado una mayor 
reticencia a la hora de respaldar la agenda de reformas a 
través de la participación en los pactos sociales (Campos 
Lima y Martín Artiles 2011).

Junto a estas diferencias, el intercambio político entre 
gobierno y agentes sociales en España y Portugal presen-
ta importantes paralelismos. En ambos casos, la continui-
dad del diálogo social se ha visto negativamente afectada 
por la ausencia de un marco institucional estable. En los 
dos países, los pactos sociales han sido el resultado de 
la activación puntual de procesos de negociación. Por lo 
general, el intercambio político ha entrado en hibernación 
una vez se han alcanzado los objetivos de reforma que 
habían explicado la apertura de la negociación. El diálogo 
social ha respondido fundamentalmente a la iniciativa y a 
los intereses del gobierno, tanto en su activación como en 
la ingeniería del intercambio político. La discontinuidad del 
diálogo social ha impactado sobre el nivel de institucionali-
zación de sindicatos y empresariado, que ha sido tradicio-
nalmente débil (Campos Lima y Naumann 2011; González 
Begega y Luque Balbona 2014). Los problemas de debi-
lidad institucional se han sumado a la flaqueza organiza-
tiva de los agentes sociales españoles y portugueses. La 
densidad de afiliación de las organizaciones sindicales en 
ambos países ha sido tradicionalmente baja (Schnabel 
2012). De ahí que la participación en el diálogo social haya 
sido percibida como una vía para compensar las deficien-
cias de afiliación con una mayor imbricación institucional. 
Como en otros países del sur de Europa, los sindicatos 
se han embarcado en los pactos sociales buscando una 
fuente alternativa de legitimidad social con la que resolver 
o al menos paliar sus problemas de representatividad.

Ahora bien, la debilidad organizativa y la dependen-
cia institucional no han convertido en ningún caso a los 
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momentos de confrontación más duros a lo largo del año 
2012, los sindicatos españoles y portugueses, quizá con la 
excepción de la CGTP, han seguido percibiendo los pactos 
sociales como un recurso imprescindible para preservar 
su capacidad de influencia sobre el espacio de la política 
pública.

A pesar de los paralelismos, la evolución de los pactos 
sociales en España y Portugal en el contexto de la crisis 
económica ofrece también diferencias. 

En primer lugar, de escenario macroeconómico y finan-
ciero, porque la intervención económica de las finanzas 
públicas portuguesas ha sido completa mientras que el 
rescate español se ha restringido formalmente a una parte 
del sector bancario. La evolución de la economía, de la 
tasa de desempleo o de los niveles de déficit público tam-
poco ha sido igual, como muestra la Tabla 1. 

En segundo lugar, de grado de condicionalidad al que ha 
estado sujeta la toma de decisiones públicas, porque a pe-
sar del alto grado de vigilancia impuesto por las autoridades 
comunitarias a ambos países, el Gobierno español ha con-
tado con un margen de maniobra mayor que el portugués 
para adaptar las exigencias de ajuste europeas y diseñar su 
propia agenda de reforma sobre el mercado de trabajo, las 
provisiones de bienestar y la política fiscal y de rentas. 

Y, en tercer lugar, de estrategias, porque los distintos 
actores, gobiernos y, sobre todo, organizaciones sindi-
cales, se han visto limitados por su trayectoria previa de 
alianzas, decisiones y compromisos de participación insti-
tucional, a la hora de intercalar episodios de confrontación 
y protesta con nuevos (aunque ciertamente limitados) pro-
cesos de diálogo social.

Crisis económica y dinámicas de pacto social 
tripartito y bipartito en España

Los pactos sociales han seguido un sendero de progresivo 
deterioro en España en el contexto de la crisis económica. 
El punto de inflexión se sitúa a comienzos de 2010, puesto 
que en los dos primeros años de crisis se produjeron 

sindicatos españoles y portugueses en actores menores 
o inefectivos. En ambos casos, las organizaciones sindi-
cales mayoritarias han conseguido mantener un alto grado 
de influencia sobre el espacio público a través de la ges-
tión del conflicto sociolaboral. En España, pero también 
en Portugal, los sindicatos han sido razonablemente efi-
cientes a la hora de introducir sus intereses en la agenda 
política a través de la movilización y de la protesta, como 
parte del intercambio político con el gobierno y los empre-
sarios (Luque Balbona 2012). Esto ha sido así hasta 2010, 
abriéndose un interrogante a partir de esa fecha.

La irrupción de la crisis económica ha alterado la diná-
mica de pactos sociales. A partir de 2010 y a consecuencia 
del estrechamiento de la vigilancia de las finanzas espa-
ñolas y portuguesas por las autoridades comunitarias, los 
gobiernos de ambos países han profundizado en la de-
terminación unilateral de la agenda de reformas (Campos 
Lima y Martín Artiles 2011: 389). Tanto en España como 
en Portugal, han sido los gobiernos y no los agentes so-
ciales quienes han perdido el interés por los pactos socia-
les, pasando a cuestionar tácitamente su efectividad para 
acompañar el diseño de las políticas de ajuste sugeridas o 
impuestas desde Bruselas (Molina y Miguélez 2013).

Los sindicatos han reaccionado al abandono del diá-
logo social por el gobierno con una estrategia mixta de 
«baile y boxeo», que combina el incremento de la contes-
tación con la aceptación a participar en los cada vez más 
irregulares procesos de intercambio político abiertos por 
el gobierno (Huzzard 2004). La puesta en marcha de esta 
estrategia de «baile y boxeo» ha respondido, por un lado, 
a la imposibilidad de forzar un cambio de políticas públicas 
a través del uso exclusivo de la contestación en un contex-
to de recrudecimiento de la crisis económica y a la menor 
necesidad percibida por los gobiernos de apuntalar la le-
gitimidad de sus reformas a través de los pactos sociales. 
Por otra parte, la utilización del conflicto por parte de los 
sindicatos para solicitar la reactivación de los pactos socia-
les muestra la dependencia institucional de estas organi-
zaciones con respecto al diálogo social y sus dificultades 
para diseñar una estrategia al margen de este. Aún en los 

Tabla 1.
Tasas de desempleo (media anual), variación del Producto Interior Bruto (PIB) y déficit público en España y Portugal 

(2008-2013).

  2008 2009 2010 2011 2012 2013

España

Tasa de desempleo (%) 11,3 18,0 20,1 21,7 25,0 26,4

Variación del PIB (%) 0,9 -3,8 -0,2 0,1 -1,6 -1,2

Déficit público (% PIB) -4,5 -11,1 -9,6 -9,6 -10,6 -

Portugal

Tasa de desempleo (%) 8,5 10,6 12,0 12,9 15,9 16,5

Variación del PIB (%) 0,0 -2,9 1,9 -1,3 -3,2 1,7

Déficit público (% PIB) -3,6 -10,2 -9,8 -4,3 -6,4 -

Fuente: Eurostat.
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varios intentos de negociación de un pacto social tripartito 
de contenidos transversales sobre mercado de trabajo, 
bienestar y rentas. Por otra parte, este deterioro ha 
afectado más a la dimensión tripartita del diálogo social, 
es decir, a los intercambios entre gobierno, sindicatos 
y empresarios. Mientras, el diálogo social bipartito y 
entre estos dos últimos actores ha mostrado una mayor 
continuidad, con la negociación y renovación de varios 
acuerdos en los que se ha tratado de afrontar el problema 
de la pérdida de competitividad de la economía española, a 
través de la moderación de salarios, la movilidad funcional 
o la flexibilidad interna de las plantillas laborales como 
medio para tratar de contener la destrucción de empleo. En 
cualquier caso, la mayor resiliencia de los pactos sociales 
bipartitos sobre los tripartitos parece haberse convertido 
en un rasgo característico del modelo corporatista español, 
dada la mayor capacidad de sindicatos y empresarios 
para dar continuidad a sus intercambios autónomos en 
escenarios de crisis (Molina y Miguélez 2013). 

El comportamiento de la economía ha sido muy negati-
vo. Tras la retirada del paquete de estímulo público, a finales 
de 2010, y después de una fase de atonía, el PIB encadenó 
nueve trimestres consecutivos en retroceso, hasta el tercer 
trimestre de 2013. Los efectos de la crisis de deuda sobe-
rana en la Eurozona, los problemas de consolidación fiscal 
de las finanzas públicas españolas y la contracción de la de-
manda interna afectaron negativamente al comportamiento 
de la economía (Consejo Económico y Social 2012: 151). 
Junto a la evolución del mercado de trabajo, el desequili-
brio de las finanzas públicas ha sido uno de los principales 
elementos de preocupación de la agenda política. La deuda 
pública bruta de la economía española ha ascendido de un 
40,2 % del PIB a finales de 2008 a un 93,9 % a finales de 
2013. El problema del déficit público no se ha solucionado a 
pesar de los ajustes de gasto y fiscalidad emprendidos por 
el gobierno del PSOE, hasta noviembre de 2011 y, desde 
entonces, por el del Partido Popular (PP). La escasez de re-
cursos públicos ha reducido la capacidad del gobierno para 
ofrecer a los agentes sociales algún tipo de compensación 
a cambio de sus políticas. El estrechamiento de la vigilancia 
de las instituciones comunitarias ha inclinado a los gobier-
nos hacia el sendero de la unilateralidad y hacia la desacti-
vación de los pactos sociales (Godino y Molina 2011). 

La primera fase de la crisis en España, entre 2008 y 
mayo de 2010, se caracterizó por la continuidad e inclu-
so el esfuerzo de intensificación de la dinámica de pactos 
sociales. La firma de la Declaración para el impulso de la 
economía, el empleo y la competitividad en julio de 2008 
constituyó el último intento coordinado de incrementar la 
capacidad de resistencia de la economía española a la 
crisis. El acuerdo se alcanzó cuando llegaban a España 
sus primeros efectos. A partir de este momento, el diálogo 
social tripartito entre gobierno y agentes sociales ha sido 
declinante y muy discontinuo.

El interés de los gobiernos del PSOE y del PP por los 
pactos sociales ha sido muy puntual. Y menor a medida 
que se incrementaba la presión de las instituciones 
comunitarias, y los sindicatos, de forma reactiva, decidían 
un incremento de la conflictividad. Las principales reformas 
del mercado laboral y de la estructura de la negociación 
colectiva del periodo han sido aprobadas unilateralmente 
por el gobierno a través del procedimiento de urgencia, 
mediante Real Decreto Ley. La Reforma Laboral de 2012 se 
adoptó sin haber activado siquiera un proceso de consulta 
previa con los agentes sociales (Molina y Miguélez 2013). 

Por otra parte, la mayoría de iniciativas de diálogo social 
tripartito abiertas entre 2010 y 2013 han resultado abortadas 
antes de alcanzar un acuerdo. El gobierno socialista, en el 
poder hasta noviembre de 2011, mostró una impaciencia 
creciente ante la lentitud del diálogo social y su supuesta 
incapacidad para ofrecer respuestas ajustadas en el tiempo 
a las exigencias de la situación económica. El último resulta-
do relevante del diálogo social tripartito a lo largo del periodo 
fue el Acuerdo Social y Económico para el crecimiento, el 
empleo y la garantía de las pensiones, alcanzado a comien-
zos de 2011 con importantes concesiones mutuas entre las 
partes y suscrito por los sindicatos CCOO y UGT con una 
significativa contestación interna.

La entrada del nuevo gobierno del PP con mayoría abso-
luta a finales de 2011 supuso el abandono de los pactos so-
ciales tripartitos. La toma de decisiones políticas en el periodo 
2012-2013 ha estado caracterizada por la «práctica inexisten-
cia de diálogo social a tres bandas» (Consejo Económico y 
Social 2013: 355) y el uso intensivo de la regulación unilateral 
de urgencia para aprobar la agenda de reformas de mercado 
de trabajo y ajuste del gasto en bienestar con objetivos de 
consolidación fiscal. La mejora de las condiciones generales 
de la economía española a partir del segundo semestre de 
2013 ha permitido una leve mejora de la relación entre gobier-
no y sindicatos, produciéndose conversaciones en materia de 
emprendimiento y desempleo juvenil y de pensiones que, sin 
embargo, no han rebasado el plano de las consultas previas 
(González Begega y Luque Balbona 2014)2. 

Por su parte, el diálogo bipartito y autónomo entre los 
agentes sociales ha mostrado un mayor grado de resistencia. 
«Hay un contraste acusado entre las negociaciones tripartitas 
y bipartitas. Las políticas de austeridad han llevado a las pri-
meras a una situación de crisis […]. Por el contrario, el diálogo 
bipartito ha seguido jugando un papel relevante y dinámico» 
(Molina y Miguélez 2013: 26). La firma y renovación de los 
Acuerdos Interconfederales para el Empleo y la Negociación 
Colectiva (AENC) para el conjunto del periodo, tras una serie 

2   La firma en junio de 2014 por el Gobierno y los agentes 
sociales de un documento con propuestas preliminares de 
negociación tripartita para favorecer el crecimiento económico 
y el empleo, con contenidos sobre rentas mínimas y formación 
para parados de larga duración, parece apuntar hacia una 
reactivación del diálogo social tripartito en la segunda mitad 
de año (Bravo Cuiñas 2014).
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de dificultades iniciales, muestra que la orientación hacia el 
consenso de los agentes sociales ha sido superior a la del 
gobierno, al menos en el plano de la negociación colectiva.

El diálogo social no ha tenido participación directa en 
el diseño de las políticas de ajuste fiscal, y solo indirecta 
en las de reforma del mercado de trabajo y de la estructura 
de negociación colectiva previas a 2012. Sin embargo, 
esa capacidad de influencia indirecta es un elemento a 
considerar. A pesar de la parálisis formal del diálogo social 
en su dimensión tripartita, este instrumento de construcción 
de políticas públicas no ha sido denunciado abiertamente 
por ninguno de sus actores ni se ha abandonado de forma 
definitiva (Medina Iborra, Molins, Navarro Gómez 2013). 
La Tabla 2 recoge los acuerdos y principales procesos 
abortados del diálogo social en el periodo 2008-2013.

En paralelo a estos discontinuos procesos de diálogo 
social, los sindicatos han puesto en marcha una estrategia 
de confrontación, dirigida fundamentalmente a reclamar 
al gobierno la recuperación del intercambio político en un 
marco estable para revisar los contenidos de la agenda de 
reformas decididos de manera unilateral. Los principales 
episodios de conflictividad se han producido en torno a las 

dos reformas del mercado laboral, a las modificaciones de 
la estructura de negociación colectiva y a los programas 
de ajuste en gasto social. La combinación de dinámicas 
de «baile y boxeo» ha sido respaldada por CCOO y UGT, 
con la aparición de algunas fisuras internas puntuales. En 
cuanto a la intensidad del conflicto, la voluntad de consen-
so de los actores al comienzo de la crisis fue sustituida por 
el alejamiento y un creciente intercambio político negativo 
(Luque Balbona 2012), que resultó especialmente intenso 
en el periodo 2010-2012 con la convocatoria de tres huelgas 
generales: la primera de ellas, en noviembre de 2010, contra 
la reforma laboral decidida unilateralmente por el gobierno 
socialista; las dos siguientes, ya en 2012 y contra el gobier-
no del Partido Popular, en protesta por la segunda reforma 
laboral del periodo y el plan de ajustes de gasto público. La 
Tabla 3 recoge los datos sobre motivación y seguimiento de 
estas tres huelgas generales3. 

3   El primer gran conflicto del periodo fue una huelga general 
del sector público, convocada por CCOO, UGT y los sindicatos 
de la función pública el 18 de junio de 2010 contra el Plan de 
Austeridad del Sector Público (2011-2013).

Tabla 2.
Diálogo social y reformas unilaterales en España (2008-2013).

Fecha Gobierno Negociación / Acuerdo Carácter

07/2008 PSOE (minoría) Declaración para el impulso de la economía, el empleo y la competitividad Acuerdo tripartito (Gobierno y agentes sociales)

09/2009 PSOE (minoría) Acuerdo Gobierno-sindicatos para la función pública (2010-2012) Acuerdo bipartito (Gobierno y sindicatos)

11/2009 PSOE (minoría) Compromiso de actuación sobre la negociación colectiva pendiente de 2009 Acuerdo bipartito (agentes sociales)

12/2009 PSOE (minoría) Medidas urgentes para el mantenimiento y fomento del empleo y protección de las 
personas desempleadas

Negociación tripartita abortada

01/2010 PSOE (minoría) Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva. AENC I (2010-2012) Acuerdo bipartito (agentes sociales)

06/2010 PSOE (minoría) Plan de austeridad del sector público (2011-2013) Sin consulta o negociación

06/2010 PSOE (minoría) Reforma del mercado de trabajo Negociación tripartita abortada. Reforma uni-
lateral

01/2011 PSOE (minoría) Acuerdo Social y Económico para el crecimiento, el empleo y la garantía de las pensiones Acuerdo tripartito (Gobierno y agentes sociales)

06/2011 PSOE (minoría) Reforma de la negociación colectiva Negociación tripartita abortada. Reforma uni-
lateral

01/2012 PP (mayoría) Acuerdo para el empleo y la negociación colectiva. AENC II (2012-2014) Acuerdo bipartito (agentes sociales)

02/2012 PP (mayoría) Acuerdo sobre la solución autónoma de conflictos (V ASAC) Acuerdo bipartito (agentes sociales)

02/2012 PP (mayoría) Reforma del mercado de trabajo Sin consulta o negociación

12/2013 PP (mayoría) Reforma del sistema de pensiones Consulta informal con sindicatos. Reforma 
unilateral

06/2013 PP (mayoría) Estrategia de emprendimiento y empleo joven (2013-2016) Consulta tripartita previa

Fuente: Elaboración propia, a partir de CES (2008-2013). Acuerdos en sombreado.

Tabla 3.
Motivación y seguimiento de las huelgas generales en España (2010-2012).

Fecha Gobierno Motivación Participantes (miles)
Asalariados (media 

anual, miles)
Seguimiento (%)

29/09/2010 PSOE Reforma laboral 2010 2.148,5 15.346,8 14,0

29/03/2012 PP Reforma laboral 2012 3.357,3 14.347,2 23,4

14/11/2012 PP Consolidación fiscal y ajuste de gasto social 3.070,3 14.347,2 21,0

Fuente: Elaboración propia. Barómetros del Centro de Investigaciones Sociológicas 2.847; 2.941 y 2.972.
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La conflictividad económica o de motivación estrictamente 
laboral no ha sido tan intensa como la de carácter político. Las 
huelgas laborales muestran una tendencia inversa a la de las 
huelgas políticas, habiendo sido más intensas en el arranque de 
la crisis (González Begega y Luque Balbona 2014). No obstante, 
el principal elemento de identidad del conflicto dentro de la crisis 
económica en España es la exploración por los sindicatos de 
nuevos repertorios de protesta, en coordinación con las nuevas 
organizaciones de la sociedad civil, como el Movimiento 15-M 
o las Mareas Ciudadanas (Antón 2011). Los sindicatos han 
combinado estrategias de conflicto clásicas con otras formas de 
contestación, dentro de un calendario de movilizaciones muy 
intenso que les ha convertido en los principales promotores 
de manifestaciones y concentraciones en espacios públicos 
a partir de 2012 (Köhler, González Begega y Luque Balbona 
2013). No obstante, y aún a la espera de datos, la intensidad de 
la protesta parece haber experimentado un descenso a partir 
del segundo semestre de 2013.

Portugal. Rescate europeo y quiebra de la 
paz social

La crisis económica ha tenido en Portugal un impacto 
inferior que en España sobre el empleo, pero superior en 
los aspectos financieros. Las autoridades comunitarias 
intervinieron las finanzas públicas portuguesas en mayo 
de 2011 e impusieron un duro programa de ajuste que 
restringió la toma de decisiones públicas y la subordinó 
a los requerimientos políticos del rescate europeo. El 
margen de maniobra de los gobiernos portugueses ha sido 
menor que el de sus homólogos españoles.

La secuencia de la crisis en Portugal corre en paralelo al 
calendario del rescate. La solicitud de la ayuda comunitaria, 
en abril de 2011, permite identificar dos fases de reacción 
ante la crisis económica. La primera respuesta política a la 
crisis, aun estrictamente nacional, estuvo determinada por la 
aplicación, a lo largo de 2010, de tres Planes de Estabilidad 

y Crecimiento (PEC) que incluyeron un fuerte ajuste del 
gasto público. El rechazo del cuarto PEC por el parlamento 
portugués, la caída del gobierno del Partido Socialista (PS) 
y la solicitud de rescate europeo en marzo de 2011, abrió un 
segundo periodo marcado por la subordinación en la toma de 
decisiones públicas (Bretones 2013). El gobierno conservador 
de coalición PSD-CDS, entrante en junio de 2011, ha aplicado 
con rigor las directrices de ajuste europeas (Costa 2012).

El rescate europeo introdujo en Portugal un escenario 
de políticas de imperativo distinto al español, distorsionando 
el intercambio político entre gobierno y agentes sociales. La 
dificultad de someter a negociación una agenda de reformas 
dictada desde fuera ha limitado la funcionalidad de los pactos 
sociales. Antes del rescate, el diálogo social portugués ofrece 
algunos paralelismos con el caso español, debido a la aparición 
de una dinámica de «baile y boxeo» (Campos y Martín Artiles 
2011). Sin embargo, desde 2011 la relación entre gobierno y 
sindicatos se establece en términos diferentes, en parte por 
el rescate, pero también por la ausencia de una estrategia de 
unidad de acción entre las dos principales confederaciones 
portuguesas: CGTP y UGT-P. Los sindicatos portugueses se 
han movido entre la posición beligerante de la mayoritaria 
CGTP y la mayor disposición al pacto social de UGT-P. La 
reforma del Código del Trabajo de junio de 2012 evidenció 
la distancia de posturas entre ambos sindicatos. UGT-P 
participó en el acuerdo tripartito que sustentó dicha reforma. 
Sin embargo, CGTP no se incorporó al proceso de diálogo 
social y convocó una huelga general (Monteiro Fernandes 
2014). A pesar del carácter incompleto del respaldo sindical, 
el compromiso de UGT-P hacia la agenda de reformas del 
gobierno introduce una diferencia con el caso español. 

También frente al caso español, el gobierno portugués 
no ha buscado el respaldo sindical en los distintos ajustes 
introducidos entre 2010-2012 en materia de pensiones, cuya 
última gran reforma estructural previa a la crisis se había 
producido en 2007 (European Industrial Relations Observatory 
2013). La Tabla 4 recoge los principales pactos sociales y 
procesos de diálogo interrumpidos en la crisis económica.

Tabla 4.
Diálogo social y reformas unilaterales en Portugal (2008-2013).

Fecha Gobierno Negociación / Acuerdo Carácter

06/2008 PS (minoría) Acordo Tripartido para um novo sistema de regulação das relações laborais, das políti-
cas de emprego e da protecção social em Portugal

Acuerdo tripartito (Gobierno y agentes 
sociales – UGT-P)

03/2010 PS (minoría) Programa de Estabilidade e Crescimento (PEC I) Sin consulta o negociación

05/2010 PS (minoría) Programa de Estabilidade e Crescimento (PEC II) Sin consulta o negociación

09/2010 PS (minoría) Programa de Estabilidade e Crescimento (PEC III) Sin consulta o negociación

10/2010 PS (minoría) Medidas sobre promoción del empleo Negociación tripartita abortada

03/2011 PS (minoría) Acordo tripartido para a competitividade e Emprego Acuerdo tripartito (Gobierno y agentes 
sociales – UGT-P)

01/2012 PSD-CDS 
(coalición)

Compromiso para o crescimento, competitividade e emprego (sustenta la reforma del 
Código del Trabajo)

Acuerdo tripartito (Gobierno y agentes 
sociales – UGT-P)

10/2012 PSD-CDS 
(coalición)

Medidas de ajuste sobre las prestaciones de desempleo e incremento de la edad de 
jubilación

Negociación tripartita abortada

Fuente: Elaboración propia, a partir de los artículos de EIROnline. Acuerdos en sombreado.
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La ausencia de unidad de acción sindical hace más 
complejo ordenar el calendario de la protesta en Portugal. 
Además, resulta difícil medir su impacto ante la ausencia 
de estadísticas sobre el número de jornadas perdidas por 
motivo de huelgas a partir de 2008. La conflictividad entre 
gobierno y sindicatos ha estado marcada por la beligerancia 
constante de CGTP y la indeterminación estratégica de 
UGT-P (Protàsio 2013). UGT-P se ha movido entre la 
aceptación posibilista del escenario político definido por el 
rescate y el desgaste al que le ha sometido su apoyo a las 
medidas de ajuste del gobierno (Bretones 2013). 

Como en España, tras una primera fase de paz social 
se produjo un incremento de la conflictividad política a 
partir de 2010. Los sindicatos portugueses han convoca-
do cinco huelgas generales en el periodo 2010-2013. Tres 
de ellas han sido convocadas conjuntamente por los dos 
sindicatos mayoritarios. La crisis económica ha modifica-
do el modelo tradicional de administración del conflicto de 
UGT-P y su relación con el gobierno. La alianza estratégica 
establecida entre los dos sindicatos tras la celebración de 
la primera huelga general del periodo, rota posteriormente 
y vuelta a recuperar en 2013 tras un cambio de secretario 
general en UGT-P, constituye toda una novedad dentro de 
los equilibrios intersindicales en Portugal (Campos Lima y 
Martín Artiles 2011). La Tabla 5 recoge los datos básicos 
de estas cinco huelgas generales4. No hay datos fiables 
sobre seguimiento.

Tampoco existen datos sobre la evolución de la conflicti-
vidad de motivación económico-laboral. No obstante, se han 
sucedido múltiples huelgas sectoriales desde 2010 (Centro 
de Estudos Socials 2013). Los sindicatos portugueses, 
sobre todo CGTP, también han explorado un repertorio de 
protestas novedoso, en colaboración las organizaciones de 
la sociedad civil (Costa 2012). La movilización de la ciuda-
danía portuguesa contra las políticas de ajuste se ha articu-
lado en torno a los movimientos Geraçao a Rasca o el más 
transversal Fuck the Troika, de características similares a 
las Mareas Ciudadanas españolas (Baumgarten 2013). Las 

4   Como en el caso español, el primer gran conflicto del 
periodo fue una huelga general del sector público, convocada 
conjuntamente por CGTP y UGT-P el 4 de marzo de 2010 
contra el PEC I.

movilizaciones han presionado a UGT-P y han abierto algu-
nas fracturas en la coalición de gobierno conservadora. A 
partir de 2013, además, el Gobierno se ha encontrado con 
una serie de fallos del Tribunal Constitucional Portugués 
que han invalidado algunos apartados introducidos en el 
presupuesto del Estado para ese año. La contestación ci-
vil y sindical, los problemas de validez constitucional de las 
medidas de ajuste y el regreso al sendero del crecimiento 
por parte de la economía portuguesa parecen abrir un nue-
vo escenario. El rescate financiero, además, ha finalizado 
oficialmente en mayo de 2014, con lo que ello implica de 
recuperación de espacio para las políticas nacionales. En 
este sentido, el presidente Passos Coelho ha efectuado una 
serie de llamamientos públicos a los sindicatos para relan-
zar el diálogo social, introduciendo en la posible agenda de 
negociación, entre otras cuestiones, el incremento del sala-
rio mínimo interprofesional (Cavaleiro 2013).

Conclusiones

El deterioro de las relaciones entre gobierno y agentes 
sociales no ha conducido ni en España ni en Portugal a 
una ruptura de la dinámica de pactos sociales. A pesar 
de la tensión a la que se ha visto sometido el intercambio 
político corporatista en ambos países, el enfrentamiento 
de «sindicatos contra gobiernos» no ha supuesto el 
abandono del diálogo social como instrumento para la 
construcción de políticas públicas. El cuestionamiento 
de los pactos sociales ha respondido más a aspectos 
contextuales relacionados con la condicionalidad a la 
que se ha visto sometido el marco político nacional que 
al viraje estratégico de alguno de sus actores. Ni siquiera 
los gobiernos han denunciado abiertamente la pérdida de 
funcionalidad del diálogo social. En todo caso únicamente 
han apuntado la necesidad de aparcarlo de manera 
temporal hasta alcanzar el cumplimiento de las políticas 
de imperativo europeas.

La crisis del diálogo social en los dos países, por 
tanto, no debe ser interpretada como una ruptura sino 
más bien como un episodio de hibernación que, por otro 
lado, plantea algunas preguntas en torno a las pautas 
de activación y desactivación de los pactos sociales 

Tabla 5.
Motivación y convocantes de las huelgas generales en Portugal (2010-2013).

Fecha Motivación Convocante(s)

24/11/2010 Propuesta de presupuestos del Estado para 2011 CGTP y UGT

24/11/2011 Contra la propuesta de presupuestos del Estado para 2012 CGTP y UGT

22/03/2012 Contra la reforma del Código del Trabajo CGTP

14/11/2012 Contra la propuesta de presupuestos del Estado para 2013 CGTP

27/06/2013 Contra el paquete de medidas de austeridad adicionales del Gobierno CGTP y UGT

Fuente: Elaboración propia.
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en contextos de crisis. Los casos de España y Portugal 
muestran la creciente dificultad a la que se enfrenta 
la producción de políticas públicas a escala nacional 
cuando la condicionalidad derivada de la integración en 
las estructuras de decisión supranacionales de la Unión 
Europea se hace más intensa. La relación de dependencia 
con las instituciones comunitarias de gobierno económico 
proporciona a los gobiernos una fuente de legitimidad 
alternativa que les descarga de la necesidad de buscar 
el soporte de los agentes sociales a la hora de determinar 
la agenda de reformas. Más aún si esta llega prediseñada 
desde el plano europeo. Por ese motivo, al menos en 
España, la crisis del diálogo social ha afectado mucho más 
al plano tripartito que al bipartito, que ha mostrado más 
continuidad y capacidad de resistencia. 

Por otra parte, el sistema de pactos sociales ha 
seguido produciendo resultados incluso en los momentos 
de conflictividad más intensa alcanzados en 2012, 
ajustándose a una lógica de «baile y boxeo». Más allá de 
lo discreto de dichos resultados, la dinámica de pactos 
sociales ha mostrado una continuidad subyacente en 
ambos países. Adicionalmente, el relajamiento de las 
políticas de imperativo europeas a partir de la primavera 
de 2013 parece apuntar a la reactivación de la dinámica 
de pactos sociales tripartitos en ambos países. Una vez 
aplicados los ajustes más duros y recuperado el sendero 
de crecimiento económico se abre nuevamente un espacio 
para la negociación, consolidando lo que podríamos llamar 
un modelo de intercambio político entre gobierno y agentes 
sociales «solo para los buenos tiempos».

En cuanto a las consecuencias de la inestabilidad 
de los pactos sociales sobre los sindicatos y a pesar de 
la existencia de diferencias entre España y Portugal, en 
ninguno de los países resulta adecuado afirmar que la 
desactivación del diálogo social tripartito ha reducido 
a estas organizaciones a un actor de la sociedad civil 
como cualquier otro. A pesar de las dificultades, las 
organizaciones sindicales se han colocado en vanguardia 
de los movimientos sociales de contestación a la agenda 
de reformas aplicada por los gobiernos, a través de la 
combinación de instrumentos tradicionales de presión y de 
nuevos repertorios de protesta. 

Más allá de las limitaciones de su estrategia a la hora 
de alterar el curso de las reformas o de los riesgos de 
sobrecalentamiento de determinadas herramientas de 
protesta como las huelgas generales, los sindicatos no 
pueden ser considerados actores menores. Los problemas 
del diálogo social han demostrado que sus resortes de 
poder no descansan únicamente en la institucionalización 
sino también en su capacidad de gestión del conflicto 
y acercamiento a sus representados. Por otro lado, 
es innegable que la crisis económica ha afectado 
negativamente a la capacidad de participación de los 
sindicatos en determinados ámbitos de decisión política, 

tales como los aspectos de ajuste macroeconómico o de 
rentas. Más sorprendente y seguramente también más 
dolorosa ha sido su exclusión de las reformas laborales 
y de estructura de la negociación colectiva, al menos para 
el caso español. Este último hecho introduce un evidente 
riesgo de estrechamiento de los contenidos de la agenda 
de diálogo social, una vez esta sea retomada tras la crisis.
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